Preguntas del parcial 1ª cuatrimestre 2011

1) defina tasa de actividad, empleo y desempleo. y sus variaciones
2)ventajas y desventajas de la EPH y la EIP (encuesta de indicadores permanente del ministerio)
3)describa la situación del mercado laboral de la década del 90 hasta la primera década del 2000
esta pregunta entra todo el texto de deibe y el de tomada novik y sino con chamuyo se hace
4)características del mercado de trabajo femenino
5)mencione 4 características del trabajo informal. (Esto es el texto cyntia pok)
  R: esto todo con contrario al trabajo formal es decir no registrado/precario/de poco ingresos solo alcanza para la subsistencia de la persona)
Definiciones básicas

· Población económicamente activa: la integran las personas que tienen una ocupación o que sin tenerla la están buscando activamente. Está compuesta por la población ocupada más la población desocupada.

· Población ocupada: conjunto de personas que tiene por lo menos una ocupación, es decir que en la semana de referencia ha trabajado como mínimo una hora (en una actividad económica). El criterio de una hora trabajada, además de preservar la comparabilidad con otros países, permite captar las múltiples ocupaciones informales y/o de baja intensidad que realiza la población. Para poder discriminar dentro del nivel de empleo qué parte corresponde al empleo de baja intensidad, pueden restarse del empleo total aquellos que trabajan menos de cierta cantidad de horas (por ejemplo los subocupados). La información recogida permite realizar distintos recortes según la necesidad de información de que se trate, así como caracterizar ese tipo de empleos.

· Población desocupada: se refiere a personas que, no teniendo ocupación, están buscando activamente trabajo y están disponibles para empezar a trabajar. Corresponde a desocupación abierta. Este concepto no incluye otras formas de precariedad laboral tales como personas que realizan trabajos transitorios mientras buscan activamente una ocupación, aquellas que trabajan jornadas involuntariamente por debajo de lo normal, los desocupados que han suspendido la búsqueda por falta de oportunidades visibles de empleo, los ocupados en puestos por debajo de la remuneración mínima o en puestos por debajo de su calificación, etc. Estas modalidades son también relevadas por la EPH, como indicadores separados.

· Población subocupada horaria: se refiere a los ocupados que trabajan menos de 35 horas semanales por causas involuntarias y están dispuestos a trabajar más horas. Comprende a todos los ocupados en empleos de tiempo reducido (incluye, entre otros, a agentes de la Administración Pública Provincial o Municipal cuyo horario de trabajo ha sido disminuido) y están dispuestos a trabajar más horas.

· Población subocupada demandante: se refiere a la población subocupada (por causas involuntarias y dispuestas a trabajar más horas) que además busca activamente otra ocupación.

· Población subocupada no demandante: se refiere a la población subocupada (por causas involuntarias y dispuestas a trabajar más horas) que no está en la búsqueda activa de otra ocupación.

· Población inactiva: conjunto de personas que no tienen trabajo ni lo buscan activamente. Puede subdividirse en inactivos marginales e inactivos típicos según estén dispuestos o no a trabajar.

Clasificación: Ocupados o desocupados se pueden clasificar por sexo, edad, cargo, sector  publico o privado, rama de actividad, tamaño de la empresa, subocupado o sobreocupado, sindicalizado o no, fuera o dentro del convenio, antigüedad, razón, lugar, etc.

Cálculo de tasas

· Tasa de actividad: calculada como porcentaje entre la población económicamente activa y la población total. (PEA/PT)
· Tasa de empleo: porcentaje entre la población ocupada y la población total. (PO/PT)
· Tasa de desocupación: calculada como porcentaje entre la población desocupada y la población económicamente activa. (PD/PEA)
· Tasa de subocupación horaria: calculada como porcentaje entre la población subocupada y la población económicamente activa.

· Tasa de subocupación demandante: calculada como porcentaje entre la población de subocupados demandantes y la población económicamente activa.

· Tasa de subocupación no demandante: calculada como porcentaje entre la población de subocupados no demandantes y la población económicamente activa.

Fuentes de datos

Encuesta Permanente de Hogares (EPH) La EPH es un programa nacional de producción permanente de indicadores sociales cuyo objetivo es conocer las características socioeconómicas de la población. Es realizada en forma conjunta por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INDEC) y las Direcciones Provinciales de Estadística (DPE). Se nutre de información a través de una encuesta que permite conocer las características demográficas y socioeconómicas de la población, vinculadas a la fuerza de trabajo.
A partir del CENSO de 1970 surge la necesidad de contar con información sobre la evolución de la realidad social en forma sistemática y permanente que permitiera dar cuenta  no solo de la temática laboral sino también de características demográficas y socioeconómicas significativas.

Así nace la EPH, que sale a campo por primera vez en el año 1972 para Capital Federal y partidos del Conurbano bonaerense, con un plan de incorporación progresiva de otros centros urbanos.

Proporciona a la sociedad:

Las tasas de actividad, empleo desocupación y subocupación.
Los indicadores de pobreza e indigencia
Muchos otros resultados sobre las características socioeconómicas de la población. 

La producción y difusión de estadísticas socioeconómicas como las que suministra la EPH satisface necesidades de información de organismos nacionales e internacionales, tanto públicos como privados, abarcando un amplio espectro de usuarios.
Esta información permite conocer mejor la realidad sobre los temas que cubre la encuesta, permitiendo desarrollar sobre bases precisas, proyectos de trabajo en distintas áreas sociales. 

Encuesta de Indicadores Laborales La Encuesta de Indicadores Laborales (EIL) es mensual y permanente, y se realiza a empresas privadas formales de más de 10 trabajadores. Tiene por objetivos conocer la evolución del empleo y su estructura, aportar información sobre necesidades de capacitación y sobre las normas que regulan el mercado de trabajo. Se realiza en Gran Buenos Aires, Gran Córdoba, Gran Rosario, Gran Mendoza y Gran Tucumán.

Encuesta de Indicadores Laborales: es mensual y permanente, y se realiza a empresas privadas formales de más de 10 trabajadores desde los años 90. Tiene por objetivos conocer la evolución del empleo y su estructura, aportar información sobre necesidades de capacitación y sobre las normas que regulan el mercado de trabajo. Se realiza en Gran Buenos Aires, Gran Córdoba, Gran Rosario, Gran Mendoza y Gran Tucumán. Solo toma en cuenta a los trabajadores registrados, dejando afuera a los no registrados, por eso representa al trabajo formal
Base del sistema de Jubilaciones y Pensiones: Informa la fluctuación entre los trabajadores y el mercado de trabajo
TEXTO MEDA

1. La actividad

Se trata de un concepto muy amplio, que abarca todo el dinamismo de la vida humana requiere un esfuerzo que no incluye solamente al trabajo, sino también el desenvolvimiento de todas las facultades humanas en otras diversas esferas: doméstica, deportiva, cultural, asociativa y política. La actividad es algo que tiene en primer lugar un sentido para quien la realiza y que se hace para obtener de manera directa un bien o acceder a un servicio con el objeto de satisfacer una necesidad, material o inmaterial. (Fouquet, A., 1998)

2. El trabajo

El trabajo es uno de esos modos de actividad que se caracteriza por ser un esfuerzo realizado por el hombre para producir algo que es exterior a sí mismo, hecho en dirección de otros y con una finalidad utilitaria. Desde ese punto de vista, afirma A. Gorz, el trabajo como labor o esfuerzo, no va a desaparecer nunca. 

Es una actividad multidimensional que se manifiesta en diversas esferas: económica, tecnológica, social, ética, etc., pero también tiene dimensiones cognitivas y psíquicas, es decir subjetivas, intersubjetivas, afectivas y relacionales. 

Estas cinco dimensiones del trabajo humano son las  que fundamentan de manera objetiva el derecho del trabajo, o mejor dicho los derechos del trabajador. (Neffa, J. C., 1992):

1. Es una actividad necesaria, porque es creadora o transformadora de bienes y servicios sin los cuales no podría vivir ni reproducirse la especie humana.

2. Al ejecutar esa actividad, al mismo tiempo que se domina y transforma de alguna manera la naturaleza, se están desarrollando o involucrando todas las dimensiones de la personalidad del trabajador.
3. El trabajo le permite a quien lo ejecuta instaurar relaciones interpersonales, y construir un colectivo de trabajo, es decir una entidad nueva generada por los lazos e inter-relaciones que crean una solidaridad de hecho entre todos los trabajadores asalariados y demás categorías socio-profesionales de una misma unidad productiva.

4. Gracias al trabajo, los seres humanos construyen su propia identidad y por su intermedio buscan un sentido a lo que hacen. 

5. El trabajo convierte a las personas en seres humanos trascendentes, pues sus obras van a perdurar en el tiempo luego de la muerte biológica y pueden llegar a desplazarse físicamente en el espacio mucho más allá del medio local y de las fronteras nacionales.

1.3. Una primera definición del trabajo y sus componentes

El trabajo podría entonces ser definido tentativamente como "una actividad coordinada de hombres y mujeres, orientada hacia una finalidad específica, que es la producción de bienes y servicios que tengan una utilidad social".

Para realizarlo se requiere la movilización de todo el ser humano, es decir de la fuerza física y/o de las capacidades psíquicas (afectivas y relacionales) y cognitivas, y la puesta en práctica de las calificaciones, competencias profesionales y experiencia de los trabajadores.

Los resultados del trabajo no resultan entonces solamente del volumen y de la calidad de los insumos, de los bienes de producción y de las tecnologías utilizadas que son formalizadas en las "funciones de producción", del proceso de trabajo y del modo de organización de la entidad donde se lleva cabo; dependen también de la actividad cognitiva, de las competencias profesionales, del saber productivo acumulado y del nivel en que los trabajadores se involucran (consistente en responsabilidad, iniciativa y esfuerzo de adaptación de la tarea asignada) para hacer frente a los diversos problemas que no podrían normalmente ser resueltos sólo como resultado de la estricta ejecución de una organización del proceso de trabajo prescripta por otros.

1.4. El empleo

Todo trabajo no es un empleo: se puede trabajar y no tener un empleo, como es el caso de la esposa o madre de familia que no percibe una remuneración por las tareas domésticas que realiza. 

Sin embargo, el trabajo doméstico de la madre y de la esposa es una actividad reconocida como socialmente útil, cuya duración semanal supera ampliamente la jornada máxima legal de trabajo, pero el mismo no se hace a cambio de una remuneración monetaria, aunque le da derecho a compartir un cierto nivel de vida con su marido que si tiene un empleo, la mujer percibe una asignación familiar y se beneficia de la protección social en materia de salud. Pierde ambos derechos si se divorcia. Esta relación de trabajo no está regulada por el Derecho Laboral, sino por el Código Civil. El empleo por el contrario, es una relación que vincula el trabajo de una persona con una organización dentro de un marco institucional y jurídico que está definido independientemente de aquella, y que se constituyó antes de su ingreso en la empresa. Se trata de un trabajo abstracto, que es susceptible de ser dividido en unidades elementales y de reagruparlas alrededor de un puesto de trabajo, que es reconocido como socialmente útil. Es una relación laboral que permanece en el tiempo y tiene un carácter mercantil, se intercambia por un salario asignado individualmente; goza de ciertas garantías jurídicas y de la protección social y está normalizado mediante una clasificación resultante de reglas codificadas en los estatutos profesionales o en los convenios colectivos de trabajo.

1.5. El desempleo 

Pero desde la revolución industrial, el fenómeno de la desocupación va reemplazando progresivamente al de la pobreza, porque su expansión podría llegar a cuestionar el orden económico y social que daba esos resultados. Las formas de acción para enfrentar el problema de la pobreza fueron la asistencia social a cargo de las parroquias o instituciones de beneficencia, la represión de los que se manifes​taban peligrosos, y la reclusión para aislarlos del resto de la sociedad y obligarlos a trabajar de manera forzada como condición para asegurar su subsistencia.

A partir de censos o encuestas, se agrupar a las personas dentro de la población económicamente activa (PEA) en tres grandes grupos:

1. la parte que tiene un trabajo remunerado, 

2. la parte que en ese momento está totalmente desocupada, subocupada y deman​dante (Y- que busca trabajar más horas), o subocupada y no demandante (que no busca tener más trabajo), 

3. el resto, o sea la población denominada económicamente inactiva, dentro de la cual y de manera discriminatoria incluyeron a las mujeres que se ocupan de tareas domésticas en su propio hogar, justificando esa decisión en el hecho de que si bien trabajan durante largas jornadas, no se trata de una actividad remunerada. 

Esa clasificación parte de una distinción simple entre actividades libres o forza​das y entre mercantiles y no mercantiles, tiene dificulta​des para situar a los trabajadores familiares no remunerados, al trabajo no registrado o en negro, que puede llegar a representar un porcentaje importante de los asalariados.

Para ser considerado estadísticamente como un desocupado, se debe reunir estas condiciones: 

1º) estar sin empleo remunerado, es decir no haber ejercido un trabajo remunerado, aunque fuera durante una sola hora, en la semana denominada de referencia. 

2°) estar inmediatamente disponible para trabajar, salvo el caso de haber contraído una enfermedad leve, es decir tener una actitud favorable respecto del trabajo y ser apto para ello, 

3°) haber buscado o estar buscando activamente un empleo. 

En contrapartida, el ocupado es una persona que hace un trabajo remunerado, aunque se desempeñe en un empleo ocasional y de corta duración; incluso si entre dos relevamientos censales temporalmente muy espaciados, una persona hubiera es​tado desocupada involuntariamente todo el tiempo, pero justo en la semana de refe​rencia hubiera trabajado una sola hora remunerada sin garantías de continuidad, se la considera estadísticamente como ocupada. 

Cynthia Pok - Andrea Lorenzetti 
La marginalidad
El amplio debate sobre la marginalidad se plasmó en numerosos documentos que resumieron y orientaron el pensamiento de la década, sosteniendo la aproximación sociológica, articulada con la económica. 
El enfoque se desarrolló en términos de dos vertientes básicas. 
· Por un lado, el abordaje desde una matriz basada de alguna manera en la localización espacial, emparentando el tratamiento con el de una visión “ecológica”. Desde este punto de vista, se reconocían “poblaciones marginales”, adjudicando a los individuos un conjunto de características sociales, culturales, psicológicas, y políticas. Estos atributos, estarían principalmente concentrados en determinados territorios generalmente en los espacios circundantes de los núcleos urbanos. 
Según algunas vertientes, esto resultaría del proceso de crecimiento de las ciudades y el desarrollo de la economía urbana, asociado también a procesos de migración interna e industrialización por sustitución de importaciones, lo que daría lugar a un modelo de sociedad dividida en un sector tradicional y uno moderno. 
· La otra perspectiva de tratamiento de la marginalidad se basó en una versión estructural, de base económica pero de índole sociológica, que reconoció, como característica del capitalismo periférico, la incapacidad del mercado de trabajo para absorber la denominada “masa marginal”, es decir población por fuera del aparato productivo y excedente aún en términos del ejército industrial de reserva. 
El sector informal
La OIT reconoce al sector informal como producto del funcionamiento del capitalismo periférico y se centran, en una primera etapa, en la visualización de ocupaciones refugio o empleos autogenerados
Reconociendo el contexto del capitalismo periférico y los desbalances del desarrollo tecnológico, el énfasis está puesto en la determinación de las características internas de las unidades del sector, resultantes de una particular relación capital/ trabajo y una productividad inferior a la existente en el sector formal. Las características generales reconocidas son: 
· reducida cantidad de capital por trabajador, 
· bajo nivel tecnológico, 
· limitada división social del trabajo, 
· mano de obra poco calificada, 
· predominio de actividades unipersonales, 
· escaso desarrollo de relaciones salariales, 
· inobservancia de normas que regulan la actividad formal, 
· operaciones de pequeña escala, etc. 

Una segunda vertiente considera al sector informal no como un fenómeno inherente a los países periféricos si no funcional al sistema capitalista en su conjunto. Resulta “una forma de vinculación entre el capital y el trabajo que es consecuencia de la organización, a escala global, de la reestructuración del sistema capitalista” y comporta un fenómeno concomitante con el surgimiento del capitalismo. Las implicancias de este tipo de enfoque se reflejan en el reconocimiento del sector informal en su conjunto para la maximización del plusvalor. De este modo, cobran importancia los bienes y servicios producidos en el contexto del hogar u obtenidos a través de unidades informales y su incidencia sobre el costo teórico de subsistencia en términos del valor de las necesidades que deben adquirirse como mercancía y el costo real de subsistencia. 
Una tercera vertiente consiste en analizar la actividad informal a partir de su operación fuera del sistema regulatorio. Identifica a la excesiva intervención estatal, en contraste con la perspectiva anterior, como un impedimento para el desarrollo que se puede generar con el funcionamiento más libre del mercado. Concibe al sector informal como “un conjunto de pequeños empresarios orientados por un espíritu similar al de los orígenes del capitalismo que no pueden alcanzar un desarrollo pleno debido a la excesiva regulación estatal en torno a las actividades económicas” 
Los avances en la esfera de la OIT se reflejan en la “Memoria del Director General” de la reunión de 1991 de la Conferencia Internacional del Trabajo y se definía al sector informal como “las muy pequeñas unidades de producción y distribución de bienes y servicios, situadas en las zonas urbanas de los países en desarrollo; dichas unidades pertenecen casi siempre a productores independientes y trabajadores independientes que a veces emplean a miembros de la familia o a algunos asalariados o aprendices. Estas unidades disponen de muy poco o de ningún capital; utilizan técnicas rudimentarias y mano de obra escasamente calificada, por lo que su productividad es reducida; quienes trabajan en ellas suelen obtener ingresos muy bajos e irregulares, y su empleo es inestable” 
Con la resolución de 1993 la OIT adoptó una definición internacional del sector informal: como unidades de producción de bienes o servicios que tienen por finalidad primordial la de crear empleos y generar ingresos para las personas que participan en esa actividad. Estas unidades funcionan típicamente en pequeña escala, con una organización rudimentaria, en la que hay muy poca o ninguna distinción entre el trabajo y el capital como factores de producción. Las relaciones de empleo se basan más bien en el empleo ocasional, el parentesco, o las relaciones personales y sociales, y no en acuerdos contractuales que supongan garantías formales. La definición operacional, estadística, de este concepto pone el énfasis en que se trata de unidades que pertenecen a los hogares y que no están constituidas en sociedad. Esta adaptación supone asociar más fuertemente la determinación del sector informal a ciertos aspectos formales, pero la innovación más significativa en el ámbito de la OIT se operará más tarde, cuando se asume como un problema de la informalidad también el de la inserción informal de los asalariados, con independencia del sector al que pertenezcan. 

La precariedad laboral
La precariedad ha sido un tema de especial interés en los países industrializados en las últimas décadas. Se discute en torno al denominado “empleo atípico” (precario) y se atribuye ese enfoque a muchos trabajos académicos de la sociología y economía laboral. El empleo precario sería aquél que no es "típico" o "normal". Los atributos asociados al empleo típico hacen referencia a;

· un empleo de tiempo completo, 
· para un solo e identificable empleador, 
· por tiempo indeterminado, 
· realizado en el domicilio del empleador, 
· generalmente protegido por la legislación laboral y la seguridad social. 
Las formas más fuertemente tipificadas que asumiría el empleo precario son: 
· empleo clandestino o desprotegido, 
· el empleo a tiempo parcial, 
· el empleo temporario 
· el empleo asalariado fraudulento. 
Estas categorías no son excluyentes, presentando estrecha vinculación alrededor de subgrupos específicos de población. 
También se ha reconocido que no se trata de un fenómeno singular, sino de una gama compleja y heterogénea. 
A diferencia de los aportes iniciales en torno al sector informal, el debate en torno a la precariedad laboral corrió una suerte distinta a la de los enfoques que la precedieron. No parece haberse extendido el tratamiento en términos, por ejemplo, de fuerza de trabajo excedentaria, en sus múltiples acepciones e implicancias, lo cual permitiría sustentar la formulación y daría solidez teórica al concepto. En muchos trabajos, el tratamiento del fenómeno se limita a analizar las vinculaciones de los indicadores con la dinámica económica o estructural que les da lugar, pero sin precisar la naturaleza misma del fenómeno y sin recurrir a ordenadores conceptuales más amplios. 

Sin embargo, la multiplicidad de enfoques y desarrollos, posibilitó construir e "intercalar" un concepto genérico, que debería resumir la naturaleza subyacente a todas las modalidades de precariedad laboral aludidas. Básicamente, se trataría de identificar a la precariedad laboral como una inserción endeble En este contexto del desarrollo del debate alrededor de la temática, se ha intentado avanzar en la localización conceptual de la misma, definiendo al trabajador precario en términos de una inserción endeble en la producción social de bienes y servicios. Dicha inserción endeble está referida a características ocupacionales que impulsan o al menos facilitan la exclusión del trabajador del marco de su ocupación. Se expresa en la participación intermitente en la actividad laboral y en la disolución del modelo de asalariado socialmente vigente. Asimismo se refleja en la existencia de condiciones contractuales que no garantizan la permanencia de la relación de dependencia (contratos de tiempo parcial, eventual y demás modalidades restringidas, no sujeción a la percepción de indemnización por despido, etc.) así como el desempeño en ocupaciones en vías de desaparición o de carácter redundante en términos de las necesidades del aparato productivo 
Esta concepción, que se mantiene en el presente documento, centra el concepto de precariedad en la naturaleza endeble de la inserción, la cual es en principio y por definición, independiente del carácter “legal” de la misma. En otros términos, la flexibilización conduce a situaciones de precariedad laboral en tanto y en cuanto vulnerabilice el lazo que une al trabajador con el puesto de trabajo, volviendo endeble su inserción laboral. 
Como se dijera, ya desde muy antiguo la OIT reconoció la existencia del sector informal, tratándolo, inicialmente, como asociado a actividades de subsistencia en segmentos marginales o periféricos de la economía. Con esto, la OIT incorpora a sus orientaciones la perspectiva que, en el contexto de la literatura latinoamericana se conoció como una de las vertientes del concepto de empleo precario, asociado al empleo no registrado, proporcionando un marco conceptual más amplio e inclusivo, y estrictamente referenciado a criterios metodológicos de definición concreta de sus componentes. 


Argentina 2003-2006: Marta Novick - Carlos Tomada
La experiencia argentina anterior a 2003

El modelo de sustitución de importaciones (1930-1976) se desarrolló como una economía cerrada que permitió tasas modestas de crecimiento pero que no fue acompañado por políticas estimuladoras de la competencia, la innovación y la productividad

El resultado fue relativamente pobre en un contexto internacional que, en cambio, atravesaba una «edad de oro», con las tasas de crecimiento del producto, del comercio y de la inversión más altas de toda la historia, con pleno empleo, baja inflación y mejora continua del nivel de vida de la población que la Argentina no supo aprovechar.

Si bien no existía un Estado de Bienestar al estilo europeo, sino una particular adaptación, la protección social en sus diferentes aspectos estaba consolidada y era importante, aún cuando muchas veces estuviera asociada a la inserción en el mercado de trabajo; la salud, la educación, la previsión social y la vivienda eran provistas o subsidiadas por el sector público. Los niveles de exclusión y pobreza eran bajos, y estaban acompañados por un sentimiento de igualdad, derechos y ciudadanía social tradicionalmente fuerte, derivado de una movilidad social ascendente que distinguió durante mucho tiempo a la Argentina. La autonomía estatal era relativamente baja y, no obstante su fuerte presencia económica y social, el Estado estaba a merced de las presiones de los distintos sectores sociales en el marco de las luchas y pujas distributivas.

Esto se traducía en una fuerte volatilidad institucional, resultado de los vaivenes políticos y las rupturas de los ciclos democráticos que fueron acompañados por inestabilidad e incertidumbre económica producto de la falta de consensos claros sobre un modelo de desarrollo.

En 1976 comenzó una nueva etapa que se extendió hasta 2001, que se caracterizó por albergar en su interior no sólo segmentos de diferente tipo de política económica, sino también de vaivenes políticos dramáticos por la ruptura del régimen democrático (en 1976) y la feroz represión desatada contra vastos sectores sociales, en el marco de una violación a los derechos humanos 
En la primera etapa de la convertibilidad (1991-1995) se retoma el sendero del crecimiento (5 por ciento de promedio anual) que, sin embargo, no se vio reflejado en el empleo, sino que por el contrario, convivió con una triplicación del índice de desempleo.

La recuperación del crecimiento se detiene, primero en el efecto post tequila y luego entre 1998 y el año 2000 el PBI cae a una tasa del 3 por ciento anual acumulativo.

Entre los fenómenos económicos y sociales registrados durante ese largo período se destaca la desregulación del mercado de trabajo, cuyos impactos negativos se reflejaron en el aumento de la desocupación, la distribución regresiva del ingreso y el incremento de la pobreza. Este proceso fue particularmente profundo y tuvo, además, consecuencias «perversas». Por ejemplo, a la vez que el gobierno intentaba reducir el costo laboral, vía la disminución de los aportes que las empresas deben realizar al sistema de previsión social por los trabajadores que emplean, la tasa de empleo no registrado aumentó del 29.6% en 1991 a 37.3% en el año 2000 y siguió incrementándose hasta el 44.8% en mayo de 2003. Con el mismo objetivo, sucesivas reformas de las leyes laborales permitieron y estimularon la generalización de formas atípicas y precarias de contratación que terminaron por configurar un mercado laboral fuertemente polarizado, segmentado y heterogéneo.
Las instituciones de protección social sufrieron, importantes reajustes en consonancia con estas nuevas formas de relaciones de trabajo e incorporaron nuevas lógicas como la privatización. 

El impacto que ese patrón de crecimiento tuvo sobre el nivel de empleo fue dramático, llegando a elevar la tasa de desempleo en octubre de 1995 un 18.5%. Luego de la crisis de 2001-2002 este porcentaje trepó aún más, hasta el 21.5%. El incremento de la tasa de desocupación y el fuerte crecimiento del trabajo precario actuaron también en el sentido de reducir la cobertura de la negociación colectiva y aumentar la desprotección de los trabajadores.

Se observó una dinámica contradictoria en la década del noventa entre un aumento de la negociación en cantidad, calidad y renovaciones de ciertos convenios y una permanencia de la «ultra-actividad» de los acuerdos más importantes pactados en la ronda negocial de 1975. Asimismo, la negociación colectiva bajó del ámbito de actividad o de rama productiva al nivel de la empresa
La negociación de salarios se concentró sólo en algunos grupos, mientras que en el resto no se discutían cláusulas salariales sino flexibilización de condiciones laborales.
Por último, las consecuencias de la reducción de los puestos de trabajo produjeron el debilitamiento de las instituciones históricamente atadas al empleo: salario digno, seguridad social, negociación colectiva, etc. y fueron devastadoras para la sociedad argentina. Los hogares pobres se incrementaron del 16.3 % en 1993 al 41.4% en 2002 y los que no podían acceder a una canasta básica de alimentos, los indigentes, más que se quintuplicaron desde 1993 a 2002. 
El aumento en la desigualdad, que registró niveles inéditos en relación con los valores históricos, fue segmentando a la sociedad y excluyendo a vastos sectores de la población, a pesar de estar en presencia de tasas de crecimiento económico significativas en algunos períodos breves.

En otras palabras, las políticas implementadas implicaron la marginación y la exclusión de numerosos sectores de población y derivaron en una crisis política, económica y social sin precedentes, minando las bases de la ciudadanía social alcanzada previamente. 

La crisis de 2001 que terminó con el régimen económico de la convertibilidad y provocó el derrumbe del gobierno radical llevó a una megadevaluación, al default más importante de la historia internacional, a una caída estrepitosa del PBI y el colapso del sistema financiero. 
La política macroeconómica y el rol del trabajo

El abandono de la convertibilidad a partir de 2002, y las políticas públicas implementadas desde 2003 introdujeron una nueva concepción del trabajo.
La perspectiva que guió a la política de crecimiento fue la de considerar al empleo como el principal impulsor de la creación de riqueza

Implicaron la articulación de políticas económicas, laborales y sociales para transformar la producción, crear empleos decentes, mejorar los ingresos y su distribución, y por ende los patrones de consumo, e impulsar la movilidad social.

Para salir del contexto recesivo se implementó una política de tipo de cambio competitivo frente a los socios comerciales, que fuera a la vez flotante y estable en su poder de compra. Algunos estudios muestran que el tipo de cambio tiene impactos sobre el empleo, que pueden observarse a través de tres canales de influencia. El primero de ellos, el macroeconómico está dado por las firmas locales que recuperan competitividad internacional en el corto plazo. Éste facilita un nuevo nivel de actividad, que permite la incorporación de nuevos trabajadores.
Un segundo canal es el de desarrollo, que se asemeja a la utilización de estímulos de promoción industrial que logran una virtual sustitución de importaciones

El tercer canal, de más largo plazo, que los autores caracterizan como de intensidad laboral y que podríamos identificar como de productividad, ya que redefine el rol del trabajo vis a vis la tecnología, protege de hecho a la producción doméstica e induce al uso de tecnologías apropiadas que no discriminen la mano de obra.

Los nuevos precios relativos vigentes tras la devaluación privilegiaron la producción doméstica e incrementaron la competitividad de la industria argentina. 

El tipo de cambio alto promovió el reestablecimiento de encadenamientos productivos y de actividades intensivas en mano de obra en la sustitución de importaciones; la baja disponibilidad de alternativas de inversión en otros activos financieros produjo también la valorización de actividades como la construcción, todo lo cual produjo el aumento de la elasticidad empleo-producto. 
El dinamismo del consumo privado, la estabilización del mercado de cambios, el impacto distributivo de los planes sociales – como el Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados-, la política de ingresos, la negociación colectiva y el diálogo social fueron las bases del retorno al crecimiento. 

Como consecuencia, la economía creció a una tasa de alrededor del 9% anual durante los últimos 4 años y las estimaciones preliminares pronostican un nivel similar para el año 2007. En el mismo período la industria creció al 11% anual. El desempeño del sector externo, en el marco de un contexto internacional de precios altos de los productos exportables, ha sido otro pilar del crecimiento; mientras que las importaciones, que también se incrementaron, están integradas mayoritariamente por bienes de capital e insumos intermedios (MECON, 2007).

La creación neta de empresas alcanzó un total de 66.000 en el período 2003-2006. Al mismo tiempo, el número de trabajadores promedio por empresa se fue incrementando paulatinamente como resultado de la suma de ampliaciones en las dotaciones existentes así como en la cantidad de firmas ofreciendo puestos de trabajo.

En esta materia puede además hacerse referencia a dos resultados importantes de este modelo de crecimiento: el desempeño «virtuoso» tanto en materia de cantidad como de calidad del empleo. La tasa de desempleo que en mayo del 2003 llegaba a 20.4 por ciento, bajó a 8.7 por ciento a fines de 2006; en magnitudes esto significa que casi un millón y medio de desocupados obtuvieron un empleo en un marco de creación de más de tres millones de puestos de trabajo. 

Debe destacarse además que esta buena performance económica se ha desarrollado en el marco de una importante recuperación de la productividad laboral, que muestra la sustentabilidad de las mejoras en los ingresos y del crecimiento económico, al mismo tiempo que ha aumentado fuertemente la rentabilidad. 
El agro y la industria han experimentado un destacado incremento para el mismo período.

Estas tendencias por supuesto tuvieron un efecto directo en la reducción de la pobreza y la mejora en la distribución del ingreso. El nivel de pobreza inició un sostenido descenso, motivado por el fuerte crecimiento del empleo y la mejora en los ingresos, que se concentró en los escalones más bajos de la pirámide e impactó también en los hogares al aumentar la cantidad de perceptores ocupados. 
También contribuyó el hecho de que casi 500.000 beneficiarios del Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados pudieron insertarse en el mercado de trabajo formal, con el consiguiente efecto sobre sus ingresos. 

El nuevo gobierno, electo en 2003 en medio de una profunda crisis del sistema político y con un débil caudal electoral, logró reconstruir el poder del Estado sobre la base de consensos y apoyado en el logro de una sólida y sostenida posición financiera del sector público. 

El superávit fiscal se originó precisamente en una política tributaria que permitió la formulación de políticas de ingresos para activos y pasivos; los recursos se obtuvieron gracias a imposiciones sobre la rentabilidad extraordinaria que los sectores exportadores obtuvieron como consecuencia del aumento de los precios internacionales y el elevado tipo de cambio, al fuerte crecimiento del nivel de actividad y del empleo registrado. A su vez, la recuperación del poder adquisitivo de la población generó efectos dinamizadores en la economía doméstica, mientras que un manejo prudente del gasto público aseguró la sustentabilidad macroeconómica.

Gracias a ese superávit, el Estado pudo sostener uno de los programas sociales de mayor cantidad de beneficiarios (que llegó a alcanzar un máximo de dos millones de perceptores) de América latina, el Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados, cuyo financiamiento provino en parte de la imposición a las exportaciones primarias. 

Por otra parte, el activo proceso de renegociación de la deuda externa llevado adelante por el gobierno en medio de fuertes críticas internas y externas y sin apoyo del Fondo Monetario Internacional, culminó exitosamente con una reducción importante de su monto (que pasó de una incidencia del 8 por ciento al 2 por ciento del PBI). 

Las crecientes y atractivas oportunidades de negocios en un contexto de liquidez internacional impulsaron el aprovechamiento de la capacidad ociosa instalada y mayores inversiones que posibilitaron la expansión del potencial productivo.  
Una vez recuperada cierta estabilidad económica la obra pública también pasó a tener un rol muy destacado en el crecimiento y en la inversión. La fortaleza del crecimiento económico se tradujo también en el aumento de las reservas del Banco Central, que permitió la cancelación anticipada de los préstamos del Fondo Monetario Internacional por casi diez mil millones de dólares a comienzos de 2006. El stock de reservas se recuperó de ese egreso a fines de ese mismo año y en la actualidad superó los 37.000 millones de dólares. 
Las políticas en materia laboral: objetivo y estrategias

Las políticas activas de la gestión actual del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social se basaron en tres pilares: uno de recuperación de las instituciones del trabajo (eje institucional), otro de política de ingresos y por último de política de empleo.

Las instituciones del trabajo

El abandono por parte del Estado de algunas de sus funciones privativas en las relaciones laborales durante los años noventa dejó su marca más evidente en la precarización y la exclusión de vastos sectores de la población, cuyos signos evidentes fueron tanto el crecimiento del empleo no registrado como la falta de ámbitos orgánicos para la resolución de los conflictos.

Una de las primeras tareas del Estado en materia de política laboral fue la de recuperar la institucionalidad perdida, a través de la aprobación de un nuevo marco jurídico para las relaciones laborales, de la promoción de la negociación colectiva, de la reconstrucción de la inspección del trabajo y de la capacidad estatal de mediación en los conflictos laborales característicos de una economía en crecimiento.

El reordenamiento laboral explicitó la promoción del trabajo decente como objetivo prioritario de las políticas de gobierno y desmanteló algunas de las instituciones más regresivas del mercado de trabajo sancionadas en los años noventa:

Con este marco legal, más acorde a las necesidades de la producción sin descuidar la protección del trabajo, la promoción de la negociación colectiva se convirtió en el mejor modo de alcanzar la mejora en la distribución de la riqueza generada en el nuevo contexto económico. 

Durante los años 90, la inspección del trabajo había sido prácticamente desmantelada y el contrato por tiempo indefinido deslegitimado por las distintas modalidades de contratación implementadas por las normas flexibilizadoras, lo que hacía más difícil la tarea de una inspección debilitada Ambos elementos, enmarcados en una política de reducción de costos laborales y de flexibilización de la fuerza de trabajo, determinaron el aumento sustantivo del empleo no registrado, como ya se ha señalado. El Ministerio de Trabajo apeló de todos modos a la recuperación y el fortalecimiento de la inspección del trabajo, a través de su jerarquización institucional, del aumento sustantivo de su personal y recursos y del lanzamiento de un Plan Nacional de Regularización del Trabajo (PNRT), que con una destacada campaña de promoción y una fuerte labor de inspección busca reformar patrones de comportamiento y provocar un cambio cultural respecto del incumplimiento de la normativa laboral y previsional. Esta política tiene por reducir la vulnerabilidad de los sectores con menor capacidad de negociación y proporcionar protección y seguridad social, tanto para el trabajador como para su familia.

Por último, el Estado ha puesto un énfasis en la generación de información para apoyar la toma de decisiones tanto del sector público, en el diseño de políticas, planes y programas y en el establecimiento del rumbo económico y social, como de respaldo a los agentes privados en los procesos de negociación colectiva. 

La política de ingresos

El circuito de crecimiento centrado en un mayor empleo equivale a mayor consumo, a su vez, a un mayor inversión requería el desarrollo de políticas activas de ingresos, ya que con las altas tasas de desempleo y de trabajo no registrado que encontró la actual gestión y la capacidad negociadora reducida por parte de los  trabajadores, los frutos del crecimiento económico se hubiesen distribuido de forma muy inequitativa, obstaculizando el desenvolvimiento económico. Esta política de ingresos se basó en tres instrumentos: el salario mínimo, el impulso a la negociación colectiva y la política previsional; esta última involucró una mejora de las jubilaciones mínimas y el incremento de la cobertura mediante la facilitación del acceso al sistema para una parte importante de la población que había sido excluida del mismo por las reformas de los ’90.

La política salarial también se apoyó fuertemente en la recuperación del salario mínimo, vital y móvil (SMVM), instituto central en el mercado de trabajo que había sido abandonado en el año 1993 perdiendo todo valor referencial en la economía.  

Después de once años de inactividad, con la puesta en funcionamiento del Consejo Nacional del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital y Móvil – organismo tripartito – en 2004, se logró mejorar el poder adquisitivo del salario mínimo, consiguiendo un valor compatible con las necesidades de los hogares más desprotegidos en términos de ingresos, debe destacarse que el SMVM que perciben los trabajadores tuvo un incremento del 300 por ciento entre los años 2003 y 2006, pasando de $200 a $800. Su mejora en términos reales fue del 105 por ciento entre 2001 y 2006. Todo ello en un contexto de baja inflación, estabilidad macroeconómica, fuerte descenso del desempleo y crecimiento del empleo registrado. Este incremento significó que pasó de cubrir el 37 por ciento de los ingresos necesarios para superar la línea de pobreza en los años noventa, a un 84 por ciento en el 2006.

Con relación a la población pasiva, con el objetivo de mejorar la situación de las personas mayores más vulneradas por la crisis, en diversas etapas de la última gestión estatal se recompusieron las jubilaciones y pensiones de menor ingreso relativo. Al igual que mediante el SMVM, el incremento del haber mínimo jubilatorio (HMJ) también se convirtió en un recurso estratégico para mejorar la calidad de vida de aquellos que tienen menor poder de negociación. 

La política de empleo

Dentro del objetivo de fortalecer el empleo como instrumento creador de ciudadanía debe señalarse que se mantuvo y reformuló el Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados. Éste constituyó una transferencia de ingresos con contraprestación laboral que promovió el consumo durante las primeras etapas de la recuperación económica en las regiones más golpeadas por el desempleo y la falta de oportunidades. A medida que 500.000 de sus 2.000.0000 de beneficiarios se fueron incorporando al mercado de trabajo formal y otros 500.000 fueron dados de baja por distintas razones – mayoría de edad de los hijos, pase a otros planes, etc. –, el PJJHD fue rediseñado para atender las necesidades de los hogares con mayor cantidad de dependientes de manera diferenciada de los que requieren una mejora en sus calificaciones laborales para acceder a un empleo de calidad. Así, para el segmento de mujeres anteriormente «inactivas», consideradas en situación de vulnerabilidad socioeconómica, se diseñó en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Social el Programa «Familias por la Inclusión Social», mientras que para los beneficiarios desocupados con dificultades para acceder a un empleo formal se implementó un «Seguro de Capacitación y Empleo», en el propio Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social.

Diagnóstico del desempleo juvenil

1. Introducción

Se examinan aquí algunos aspectos de la situación laboral de los jóvenes en la Argentina, poniendo especial atención en el problema del desempleo juvenil. Su análisis constituye un avance destinado a identificar las principales dificultades que enfrentan los jóvenes en el mercado de trabajo y sus proyecciones más relevantes sobre el espacio de la integración social. La información presentada fue elaborada a partir de procesamientos propios de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH), relevada por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INDEC) con datos del cuarto trimestre de 2004.

Se sintetizan a continuación los principales hallazgos y conclusiones:

· Los jóvenes conforman un grupo poblacional particularmente afectado por el problema del desempleo. En el total de aglomerados relevados, la tasa de desocupación de los jóvenes (15 a 24 años) ascendía a 26,3% en el cuarto trimestre de 2004, lo que representaba 718 mil personas. La proporción de jóvenes en el desempleo global alcanzaba a 40%, cifra por demás preocupante si se tiene en cuenta que los jóvenes componen sólo un 20% de la población activa.
· Los jóvenes sufren una mayor incertidumbre económica y social, que tiende a expresarse en una mayor vulnerabilidad al desempleo. La probabilidad de los jóvenes de estar desempleados es 3 veces mayor que la de los adultos. 
· El desempleo juvenil se concentra en los grupos sociales más vulnerables: entre los jóvenes son las mujeres y los menos educados los más afectados por el desempleo. A su vez, la mayor parte de los jóvenes desempleados provienen de hogares de escasos recursos, muchos de los cuales se encuentran en situación de pobreza. Se genera con ello un círculo vicioso de transmisión intergeneracional de la pobreza, aproximadamente la mitad (44,5%) de los jóvenes desempleados proviene del 20% de los hogares con menos recursos, en tanto que más de tres cuartas partes (78,5%) de los mismos proviene del 40% de los hogares con menores recursos. Con relación a los adultos, entre los cuales también se advierte una importante presencia de desempleados de bajos recursos, la representación en el desempleo de los jóvenes localizados en los estratos más vulnerados es superior. La concentración de la problemática del desempleo juvenil en los estratos de menores recursos se vincula con la necesidad que tienen los hogares más empobrecidos de desarrollar estrategias ocupacionales tendientes a generar ingresos que permitan la supervivencia. La incorporación de los jóvenes en el mundo del trabajo constituye una estrategia frecuente para los hogares pobres, que necesitan aumentar sus ingresos. De este modo, se verifica que un elevado porcentaje de jóvenes provenientes de familias de bajos recursos se vuelquen al mercado de trabajo a pesar de no contar con las calificaciones demandas para la obtención de empleos de calidad, lo que redunda en situaciones de desempleo y de precariedad laboral. 
La situación de pobreza que impulsa a los adolescentes a incorporarse tempranamente al mercado de trabajo eleva la probabilidad de que estos deserten del sistema educativo condicionando sus posibilidades futuras de obtener empleos de calidad, y por consiguiente de modificar, en la vida adulta, la situación de pobreza original.
Al considerar el nivel educativo de los desempleados se observa que el desempleo parece afectar en mayor medida a los jóvenes menos calificados. La incidencia del desempleo entre los jóvenes sin estudios secundarios completos (30,0%) es superior a la que recae sobre los jóvenes que completaron dichos estudios (23,0%). Asimismo, entre los jóvenes con estudios universitarios completos la tasa de desempleo disminuye comparativamente (19,6%). la mejora en los niveles educativos se constata también en la composición del desempleo: mientras que un 54,8% de los adultos desempleados no completaron o no accedieron al ciclo de enseñanza secundaria, en los jóvenes desempleados ese porcentaje desciende a 44,4%. 
Una importante proporción de los jóvenes desempleados con bajo nivel de educación no asiste a establecimientos educativos; reflejando con ello la disyuntiva entre la necesidad de hallar empleo y las posibilidades de continuar con los estudios. Esta tensión entre educación y trabajo tiende a agudizarse aún más en los adolescentes, entre quienes la inserción temprana tiende a obstaculizar la formación de las calificaciones requeridas por el mismo mercado de trabajo.

· Los jóvenes no enfrentan mayores dificultades de acceso al empleo que las halladas por los adultos. La permanencia de los jóvenes en situaciones de desempleo es similar o menor que la observada en los adultos. Por consiguiente, el elevado desempleo juvenil no se explica por la presencia de barreras generalizadas a la “entrada al empleo”.
· La temprana e inestable inserción en el mundo del trabajo constituye el principal determinante del desempleo juvenil. Las trayectorias laborales hacia el desempleo son comparativamente más frecuentes entre los jóvenes, ya sea por la pérdida del empleo o por la incorporación al mercado de trabajo desde situaciones de inactividad.
· Se identifican tres grupos de jóvenes sin empleo cuya situación socio-laboral requiere atención prioritaria en materia de política social y de empleo. Ellos son: 
a) los adolescentes desempleados que no estudian: constituyen un grupo vulnerable desde diversos puntos de vista. Se reconocen en ellos los problemas vinculados al abandono temprano de los estudios formales, en gran medida ocasionado por la necesidad de completar los insuficientes ingresos familiares mediante la inserción en el mercado laboral. Pero la deserción escolar culmina conformando un círculo de pobreza, debido a la dificultad de superar en un contexto de crecientes demandas educativas la barrera del empleo precario, y con ello de los empleos inestables y de bajos ingresos asociados a la situación de pobreza original.

Se contabilizan 154 mil adolescentes en esta situación, de los cuales sólo una cuarta parte (22,6%) culminó los estudios secundarios. En su mayor parte (69,9%) se trata de desocupados cesantes, lo que da cuenta de inserciones tempranas en el mercado laboral. Se constata, a la vez, que tres cuartas partes (81,6%) residen en hogares que se hallan por debajo de la línea de pobreza. (154 mil personas),

b) los jóvenes desempleados con responsabilidades familiares (jefes o cónyuges) constituyen otro grupo de jóvenes objeto de atención prioritaria en materia de políticas sociales y de empleo, debido a la vulnerabilidad económica que introduce en sus hogares la carencia de ingresos derivada de la falta de empleo remunerado. Se combina así una doble vulnerabilidad socioeconómica: la propia de los jóvenes desempleados y la relativa a los grupos domésticos cuyos miembros con mayores responsabilidades se hallan sin empleo. Se estiman en el total urbano nacional unos 69 mil jóvenes adultos (20 a 24 años de edad) en esta situación, de los cuales su mayor parte (56,8%) no completó la enseñanza secundaria. Unas dos terceras partes (64,2%) de este grupo está compuesto por mujeres. Más de la mitad (63,4%) de los jóvenes adultos desempleados con responsabilidades familiares vive en condición de pobreza. (69 mil personas) y 
c) los adolescentes que no trabajan, no buscan trabajo ni estudian Si bien no se trata de jóvenes desempleados en sentido estricto, el diagnóstico del desempleo como momento de una dinámica más amplia que articula recurrentemente períodos de empleo y desempleo vuelve necesaria su consideración, no sólo por conformar un núcleo duro de exclusión de ámbitos fundamentales de integración, sino también por constituir el desenlace de un proceso marcado por el ingreso temprano al mercado laboral, el abandono de los estudios formales y los sucesivos fracasos en la búsqueda de una inserción laboral estable. 
Se contabilizan unos 320 mil adolescentes de 15 a 19 años que no trabajan, no buscan trabajo, ni estudian, de los cuales sólo algo menos de una tercera parte (28,3%) culminó los estudios secundarios. Se trata fundamentalmente de un grupo compuesto por varones (71,7%). Unas dos terceras partes (63,6%) de estos jóvenes residen en hogares que se encuentran en situación de pobreza por ingresos, lo que agudiza aún más sus condiciones de exclusión social. (320 mil personas).

2. Presentación del problema: El acceso al empleo constituye para los jóvenes un símbolo de mayoría de edad, puesto que el ingreso al mundo del trabajo representa la transición a la vida adulta. La falta de empleo es un problema que afecta a los jóvenes en comparación con los adultos, a mayores niveles de incertidumbre económica y social. De acuerdo con un informe de la OIT la probabilidad de estar desempleado es 3,5 veces mayor para los jóvenes que para los adultos. El número de jóvenes desempleados aumentó en forma sostenida en los últimos 10 años, hasta alcanzar el máximo actual de 88 millones de jóvenes sin empleo, cerca de la mitad (47%) del desempleo mundial. Los jóvenes constituyen un grupo poblacional con serios problemas de inserción en el mercado laboral. 
3. Marcos de interpretación: 
· Una de las formulaciones es la que concentra su atención en los problemas de incongruencia entre la oferta y la demanda de trabajo. Señala un insuficiente ajuste en los sistemas de educación y capacitación a lo que demandan las empresas. Los jóvenes tienen una preparación inadecuada para el mercado de trabajo. El problema del desempleo juvenil tiende a ser concebido en términos de barreras que limitan la “entrada al empleo” 
· Un segundo grupo aborda el problema del desempleo juvenil a partir del análisis de características del funcionamiento estructural del mercado de trabajo. Los argumentos son: 
1. los jóvenes pueden tener aspiraciones respecto de su inserción laboral que son incongruentes con la realidad del mercado de trabajo. En consecuencia tienen un período de búsqueda más largo y tasas de desempleo más altas que los adultos 
2. los jóvenes tienen una permanencia breve en su primer puesto de trabajo y en forma relativamente rápida quedan cesantes, dada la inadecuada información que tienen sobre el mercado de trabajo y las empresas, y viceversa, por ausencias de antecedentes laborales; 
3. la legislación laboral establece un salario mínimo que no toma en cuenta las diferencias de productividad entre los jóvenes sin experiencia y los adultos con experiencia laboral, por lo que las empresas, prefieren contratar personas con mayor edad y experiencia.
· Un tercer grupo pone el acento en las modalidades de relación existentes entre el comportamiento macroeconómico y el mercado de trabajo. Se indica que el ciclo económico afecta en mayor medida la inserción laboral de los jóvenes que la de los adultos. Esto es así porque: 
1. con alto y creciente desempleo, los hogares se ven compelidos a aumentar su oferta laboral, mediante la participación de los miembros más jóvenes en el mercado de trabajo.
2. aún en el caso de lograr una adecuada inserción en el mundo del trabajo, los jóvenes son los primeros en ser despedidos por las empresas, debido a la reticencia de desprenderse del personal con mayor experiencia, a los mayores costos de despido del personal con mayor antigüedad y a las consideraciones del status de “jefe de hogar” de muchos adultos. 
3. en las fases de recuperación, las empresas tienden a contratar primero a los desempleados adultos, dada su mayor experiencia laboral. 
4. la conjunción de estas circunstancias lleva a muchos jóvenes a abandonar sus estudios sin poder lograr a cambio una inserción adecuada en el mundo del trabajo, lo que en muchos casos conduce a situaciones de exclusión social.
· Un cuarto grupo, enfatiza el análisis de las características de los jóvenes, señalando que la heterogeneidad de esta población constituye una dimensión estructurante de los problemas laborales. Se argumenta que las formas de inserción laboral de los jóvenes están determinadas por los atributos individuales y por las características de sus hogares. La edad, el sexo, la educación y la posición en la estructura social establecen diferencias en las posibilidades de acceso al empleo. 
4. Población joven: Las estimaciones proyectadas para el cuarto trimestre de 2004, la población en la totalidad de los centros urbanos del país ascendía a 34,1 millones de personas, de las cuales 3 millones son adolescentes (entre 15 y 19 años) y 3,2 millones son jóvenes adultos (entre 20 y 24 años). 
Los jóvenes de entre 15 y 24 años representan al 18,3% de la población total.
II La previsión del futuro

1. Planteo

Se desarrolla una reflexión prospectiva sobre la situación del mercado de trabajo en la Argentina durante la próxima década. El objetivo no es establecer una predicción en sentido propio. Como se sabe, el futuro es de naturaleza incognoscible; más aún cuando se parte como en el caso argentino actual de la situación de crisis económica, social y política de envergadura que nos aqueja. Debe agregarse, además, que una de las principales dificultades -si no impedimentos- para intentar una predicción en sentido propio se deriva del hecho de que su formulación hace reflexionar sobre las posibles consecuencias y esto puede generar reacciones de los actores sociales que terminen modificando el curso previsto de los acontecimientos.

Se parte de las estimaciones de las diferentes variables para octubre de 2001, discutidas en el capítulo anterior, y se efectúan en todos los casos supuestos alternativos para el valor que adquirirían durante la próxima década los parámetros intervinientes.

Para cada uno de esos parámetros, uno de los supuestos se califica de optimista y el otro de pesimista según su efecto sea, respectivamente, favorable o desfavorable con respecto al estado o situación del empleo que se proyecta para octubre de 2011. El carácter favorable o desfavorable de ese estado se aprecia en términos de una variable única específica, cuya proyección constituye el objetivo último de todo el ejercicio prospectivo.

Se trata de la tasa de desocupación (completa y abierta), en tanto ella provee una medida de la situación más extrema en materia de distorsión o déficit ocupacional.

Este planteamiento no debe hacer olvidar el comentario de que desde una perspectiva laboral de horizonte más prolongado, la penuria económica y personal asociada a un estado transitorio de desocupación puede juzgarse menos intensa que la asociada a un estado permanente de subocupación, ya sea horaria o no horaria. Algunos elementos de este comentario están de hecho involucrados en la metodología que se utiliza y que se discute a continuación.

2. Metodología de proyección

En primer término, se proyecta la población económicamente activa a octubre de 2011 a partir de un supuesto sobre el crecimiento demográfico y otro sobre el crecimiento de la tasa de actividad.

En segundo término, se proyecta el empleo del sector formal en dos pasos sucesivos. Por empezar, se efectúa una proyección preliminar de este empleo a partir de un supuesto sobre la tasa de crecimiento de la economía y otro sobre la elasticidad producto del empleo, tipo de determinación obviamente sólo aplicable en el segmento productivo estructurado o formal. En segundo lugar, es preciso considerar que dicha determinación se refiere estrictamente a los requerimientos físicos de trabajo (i.e., al empleo medido en unidades de horas) y no al número de personas año que los satisfarían. Entre ambas formas de medición interviene la duración media de la jornada de trabajo en el segmento productivo considerado. 
En tercer término, se efectúan supuestos sobre la relación entre la informalidad urbana, por una parte, y el servicio doméstico, por otra, con respecto a la población económicamente activa. De este modo, se proyecta la subocupación no horaria en octubre de 2011 en lo que hace a dos de sus tres componentes7, de una manera autónoma con respecto a la proyección del empleo en el sector formal.

Como resultado final de las proyecciones efectuadas con la metodología que acaba de presentarse, se obtiene la tasa de desocupación (abierta y completa) en octubre de 2011 o, más estrictamente, un rango de la misma que oscila entre un mínimo asociado al conjunto de alternativas denominadas “optimistas” para los distintos supuestos, y un máximo para el correspondiente conjunto de alternativas denominadas “pesimistas”. Estos límites recortan el espacio de variación dentro del cual es plausible sostener que podría ubicarse a diez años plazo ese indicador básico de la situación ocupacional.

3. Los supuestos

 (i) Tasa de crecimiento poblacional: La expansión de la población ha sido un elemento determinante en materia de ocupación. El ritmo de esa expansión se habría reducido en forma significativa durante los 90, según el último censo 2001. 
Se establece como variante pesimista el supuesto de mantenimiento de esa tasa de crecimiento poblacional durante la próxima década, y, como variante optimista, una reducción de la misma.
(ii) Tasa de actividad: El ajuste por mínimos cuadrados de una función exponencial a los valores observados de esta variable en la década de los noventas provee una estimación confiable de su tasa de crecimiento promedio en ese período. 
En la variante pesimista se mantienen, para la década de proyección, esos ritmos de crecimiento. En la variante optimista se los reduce en una cierta proporción.

(iii) Tasa de crecimiento del producto: Se postulan dos valores alternativos: por un lado, un 2% anual promedio para la década, el que describiría una situación de virtual estancamiento económico, al menos, si se compararan las puntas del período; por otro, un 5% anual promedio, el que hace referencia a un escenario de crecimiento sostenido a tasa significativamente elevada.

(iv) Elasticidad producto del empleo: Como se indicó, este parámetro es aplicable sólo al sector formal y en términos de requerimientos físicos de trabajo (i.e., en unidades de horas).

A partir de un estudio reciente, se han fijado los valores para la variante optimista y para la variante pesimista en 0,4 y 0,2, respectivamente. 
(v) Participación del empleo a tiempo parcial involuntario: (Subocupación horaria) dentro de la ocupación formal En la variante pesimista se postula la constancia de esta participación según se la estima en la fecha inicial (octubre de 2001). Ello implica que el factor que resulta del producto de la menor tasa de crecimiento y de la menor elasticidad producto del empleo es aplicable igualmente al total del empleo en el sector formal, así como a su componente a tiempo completo y parcial voluntario, por un lado, y a su componente a tiempo parcial involuntario, por otro.

En la variante optimista se postula un cambio positivo en esa participación como resultado de una reducción de la duración media de la jornada de trabajo, que se expresaría -en forma directa, o bien como Proxy - en la participación del trabajo parcial involuntario.

El procedimiento de proyección es distinto y más complicado que en el caso de la variante pesimista. 
 (vi) Subocupación no horaria: En la variante pesimista se mantiene constante la participación inicial en la PEA tanto del sector informal como del servicio doméstico, mientras que en la variante optimista se postula una elevación de esas participaciones. 
4.1. El escenario desfavorable

Si se aplican las variantes de los supuestos que tienen una influencia desfavorable sobre la situación del empleo, se configura un escenario I, el cual probablemente establezca el límite máximo del deterioro que podría alcanzar el mercado de trabajo argentino de ahora a una década.

Ese escenario se caracteriza por los aspectos que se discuten a continuación: 
En primer término, se mantiene una tasa elevada de crecimiento de la disponibilidad de mano de obra, ya que se ha supuesto precisamente la continuidad del ritmo histórico de variación de la población y de la tasa de actividad. 
En segundo término, el empleo formal no se contrae pero crece sólo a una tasa modesta, muy inferior al ritmo de expansión de la PEA recién comentado. Ese lento crecimiento proviene de la conjunción de una tasa de expansión del producto, para el conjunto de la década, que no se aleja demasiado de un estado de estancamiento económico y de una elasticidad producto del empleo también baja.

En tercer término, en este escenario los subocupados horarios del sector formal crecen a la misma tasa que el total del empleo en ese segmento porque se ha mantenido por hipótesis su participación, lo que es interpretable en términos de una constancia de la duración media de la jornada de trabajo.

En cuarto término, se proyectan el empleo informal y el empleo en el servicio doméstico, en forma independiente de la proyección del empleo formal, a partir del mantenimiento del peso que estas dos formas de subocupación no horaria alcanzaron dentro de la PEA en octubre de 2001.

En quinto término, las variables recién consideradas permiten computar la brecha de empleo (suma de las distintas formas de desocupación y de subocupación no horaria) como porcentaje de la PEA. En el escenario más desfavorable o pesimista que consideramos, el elevado nivel inicial de la brecha de empleo (octubre de 2001) crecería aún más durante la década. 
Finalmente, se obtiene la tasa de desocupación abierta, el incremento es realmente muy fuerte, al ubicarse este indicador por encima del 25% en ambas áreas.
4.2. El escenario favorable

Consideremos ahora la proyección que se basa en aquellas variantes de los distintos supuestos que influirían positivamente sobre la situación del mercado de trabajo durante la próxima década. El escenario resultante (II) intenta establecer un límite máximo a la mejoría de la situación ocupacional que podría alcanzarse en ese lapso. En este caso se prevé un crecimiento de la PEA en ambas áreas, pero más débil que en el escenario anterior. La reducción simultánea de la tasa de crecimiento de la población y de la tasa de actividad genera una caída en la expansión de la oferta de activos. 
El empleo en el sector formal en su conjunto crece ahora a una tasa anual de 2,0%, como resultado básicamente de aplicar las variantes optimistas en materia de crecimiento del producto del sector (5%) y de elasticidad producto del empleo (0,4). Sin embargo, en este escenario se considera una reducción de la duración media de la jornada de trabajo, lo que se expresa en un aumento de la participación del trabajo a tiempo parcial involuntario de un 17,8 a un 18,8% dentro del total. Como resultado, los dos componentes del empleo formal total crecen a tasas significativamente distintas: la suma del empleo a tiempo completo (incluyendo la jornada extraordinaria) y del empleo a tiempo parcial voluntario lo hace al 1,9% anual, y el empleo a tiempo parcial involuntario (subocupación horaria) lo hace a una tasa más elevada (2,6%). 
En cuanto a la subocupación horaria, tanto para la informalidad como para el servicio doméstico se postula en este escenario un aumento (y no la constancia) de su participación inicial en la PEA. Como se indicó, este temperamento no constituye en rigor una propuesta estratégica sino que se limita a considerar la posibilidad (en definitiva, socialmente favorable) de que ambos mecanismos de compensación operen de una manera más efectiva que la que corresponde a su anómalo desempeño durante los noventas.

Como resultado, estos dos nichos refugio se expanden a tasas anuales de un 3,3% y un 2,8%, respectivamente, en el total nacional urbano. Estos valores pueden parecer elevados, pero simplemente describen una situación más fluida en materia de ajuste del mercado de trabajo, son compatibles con la experiencia de períodos históricos anteriores, y además encuentran, en definitiva, su justificación en términos de las estrategias de sobrevivencia de las familias más pobres en un contexto de crecimiento económico sostenido aunque insuficiente para asegurar el pleno empleo.
¿Cuáles son los efectos finales del conjunto de supuestos particulares utilizados en la proyección más favorable?

Se alcanza una reducción de la brecha de empleo inicial (octubre de 2001) de una magnitud no excesivamente grande pero de signo positivo. 

Por otra parte, la mejoría en materia de brecha de empleo es más pronunciada en el GBA que en el IU, resultado coincidente con lo encontrado en esta materia en el escenario desfavorable y que sugiere que la complejidad del problema del empleo tendería a ser algo mayor en esa última área

Finalmente, se observa una muy importante mejoría de la situación en materia de desocupación, aunque la tasa se mantiene todavía alrededor de un 10% en octubre de 2011. 
La crisis económica y sus efectos sobre el mundo del trabajo Enrique Deibe
La Argentina vive una etapa de crisis sin precedentes, que tiene como manifestación más evidente una recesión que lleva más de tres años y que muestra debilidades estructurales para superar esta difícil situación.

Los intentos de recuperación a partir de la administración delaruista no produjeron los efectos esperados, agravándose aún más los desequilibrios de la balanza de pagos y el déficit  presupuestario, no cumpliendo lo establecido por la ley de equilibrio fiscal.

Luego de distintos fracasos el gobierno nacional toma una decisión que es observada por la mayoría de los especialistas y trasmitida a la sociedad como la “única” alternativa a la cesación de pagos o a la devaluación. 
La Argentina se enfrentaba a graves dificultades para cumplir con el pago de intereses y servicios de la deuda ya que, de acuerdo a lo establecido por el presupuesto nacional 2001, el componente total de éstos asciende a 11.000 millones de dólares de los que 8.200 deberían ser financiados por vía de préstamos. Las altas tasas de interés imponen más restricciones ya que no es posible obtener crédito a tasas razonables forzando al gobierno a tomar la mencionada medida de déficit cero.

Se establece como criterio contable el equilibrio en las cuentas nacionales. La  consecuencia inmediata de estas medidas son la reducción de salarios a estatales y jubilados y la restricción a las provincias de los fondos de coparticipación.

Las perturbaciones sociales y políticas que sobrevienen a las medidas adoptadas generan un clima de inestabilidad y de baja sustentabilidad del plan adoptado por la falta de liderazgo del gobierno ante la sociedad, lo que genera la desconfianza necesaria para cualquier programa que se pretenda instaurar. La reducción de ingresos en las familias y la incertidumbre provocan un efecto de retracción en el consumo que afecta al total de la economía, iniciándose una tendencia hacia la baja del salario total. Al mismo tiempo la baja del consumo impacta sobre la recaudación impositiva reduciendo los ingresos del Estado, por lo que se imponen nuevos ajustes. Por otra parte la fuga de capitales y retiro de depósitos agrava la situación.

Los principales problemas que enfrenta nuestra sociedad en relación al empleo, son el aumento del desempleo y la precariedad laboral cuya expresión está dada por los altos índices de trabajo no registrado (en “negro”).

Estas dos cuestiones fundamentales vinculadas al mercado de trabajo devienen del cambio de modelo económico diseñado y ejecutado en la década del ‘90, que introdujo en nuestro país el proceso de globalización y reestructuración de sectores y empresas, incluyendo los procesos de privatización de las compañías del Estado, alcanzando por un lado altas tasas de crecimiento y notable mejora de la productividad y, por otro, aumento del desempleo y generación de empleos flexibles por tiempo determinado y por contraposición, destrucción de empleos estables por tiempo indeterminado. 

Luego, a partir del año ‘98 comienza un ciclo de recesión empeorada por la crisis de la deuda.

Esta descripción muestra un desmejoramiento de los sistemas de seguridad social que también entran en crisis en los noventa, tanto el subsistema de salud (obras sociales) como el subsistema de jubilaciones y pensiones incluyendo el cambio de sistema, del público de reparto al opcional “inducido” de capitalización y reparto con aportes del Estado en ambos.
Caracterización del desempleo 

Hasta la década del ‘90 nuestro país nunca superó un desempleo al 8 % como máximo. A partir de 1992 comenzó a registrar tasas de más de dos dígitos llegando a un máximo del 20,2 en mayo de 1995 y rondando el 15 % de ahí en más.
Según la EPH podemos afirmar que más del 25 % de los desocupados lo están desde hace más de 6 meses lo que indica un largo período de búsqueda sin solución al problema con la consecuencia de desaliento y pérdida de calificaciones y dificultad por lo tanto de lograr un empleo de calidad. En relación al nivel de educación alcanzado, el 62 % de los trabajadores en busca de empleo sólo llegan al nivel primario de escolaridad formal. Según la CTA los jefes de hogar sin empleo ascienden a más de 700.000.Existe un incremento de la PEA no acompañado en los ‘90 por la generación de empleos, observando que crecieron mayormente los empleos precarios que aquéllos de tiempo indeterminado, mostrando un efecto sustitución de aquéllos por éstos.

Estos fenómenos limitaron en los últimos 10 años, la generación de empleo al mismo ritmo del crecimiento económico y al consecuente incremento de la productividad que permitió aumentar la producción con menor o igual cantidad de trabajadores ocupados, configuran una caracterización de la desocupación en nuestro país con difíciles alternativas de solución a través de la creación de empleo productivo a corto y mediano plazo, al menos.

Frente a la situación planteada el empleo se ve afectado generando en los trabajadores una sensación de inseguridad y un fuerte temor a la perdida del empleo, acosado por la “sospecha” de no poder reinsertarse en la actividad formal si es despedido. Las consecuencias de las políticas de ajustes a través de la disminución de los salarios del sector público y los efectos sobre el consumo y la producción impactan sobre la actividad privada produciendo también reducciones salariales, suspensiones y pérdida de empleo.
La negociación colectiva se encuentra totalmente devaluada y amenazada por los sectores empresarios que pretenden utilizarla para deteriorar las condiciones de trabajo con el pretexto de “adecuar” los convenios colectivos a las nuevas exigencias de la competitividad y la globalización.

Los sectores más reaccionarios del empresariado insisten en la eliminación de los convenios colectivos y de los sindicatos, organización esencial para resistir, al menos, en el descenso sistemático y constante de las conquistas logradas por los trabajadores a través de luchas de más de 100 años.
Los debates actuales sobre el futuro del trabajo  

Desde hace una década se instala fuertemente en el debate de cientistas sociales el problema de la desocupación y la pobreza como consecuencia de un nuevo modelo de acumulación que surge a partir de la crisis del Estado de Bienestar y el modo de acumulación fordista-keynesiano. En lo más profundo del debate se inscribe el significado del trabajo-empleo en la sociedad capitalista y su resignificación crítica a partir de la “escasez” de empleo en el mundo. Entre las distintas razones

que explican la carencia de empleo la más importante estaría relacionada con el aumento creciente de la productividad dado el avance científico-tecnológico que se hace presente en la producción de bienes dando comienzo a un nuevo paradigma productivo basado en la diversificación de productos y la “flexibilidad” del trabajo. El “bien” del trabajo-empleo, en el período de 30 años “gloriosos” de post-guerra, estaba sustentado por el pleno empleo sobre la base del consumo de masas que proponía una creciente incorporación de las clases trabajadores al mercado de bienes con acceso a la educación, por la masificación de la escuela pública, la salud a través del sistema de obras sociales y la protección a la invalidez y la vejez como consecuencia del sistema de seguridad social. Ese modelo exitoso no configura en si una apreciación de los individuos por el trabajo sino que a través de éste se produce el acceso a los bienes y servicios antes referidos lo que implica un proceso de inclusión social incrementable. Y más allá de causa o efecto el trabajo se constituye en un bien apreciado por la sociedad en su conjunto.

